
DERECHO DE PETICIÓN/ Vulneración cuando no se informa al peticionario el trámite de remisión a la entidad competente de contestar su solicitud/ Inexistencia de lesión si la respuesta resolvió el fondo del asunto, independientemente de que acceda a lo pedido
“(…) no obstante que dicha entidad precisó que una vez recibida esa solicitud la trasladó a la dependencia encargada, por competencia, para la definición de tal asunto, esto es a la Promotora de Vivienda, que es otra de las demandadas, lo cierto es que de esa gestión no le informó a la interesada, con lo cual incumplió lo que previene el artículo 21 de la Ley 1755”. 
“En el caso de la Alcaldía de Pereira-Secretaría de Gestión Inmobiliaria, se refirió de manera concreta a cada uno de los puntos que le fueron planteados, solo que, como explicó, está fuera de su alcance informar con exactitud el tiempo el tiempo en que otras empresas involucradas en el proceso de adecuación de urbanismo del lote de terreno destinado para construcción de viviendas, finalizarán lo de su encargo. En la respuesta, le explicó con fundadas razones, por qué no es posible de momento hacerle entrega de la escritura, ni del lote y también; además le informó las gestiones adelantadas para que pudiera ser beneficiara de un subsidio para la construcción del inmueble. 

Y el Ministerio de Vivienda-FONVIVIENDA, con toda claridad le hizo ver a la demandante que una vez efectuada la consulta pertinente, en su caso concreto “no existen postulaciones del hogar”  y para obtener un subsidio, debe encontrarse registrada en la base de datos del DPS; a partir de allí le explicó la forma en que la situación se desarrolla y que no corresponde a FONVIVIENDA efectuar la selección de hogares beneficiarios del programa de cien mil viviendas subsidiadas.”  
Cita: Corte  Constitucional, sentencia T-404 de 2015.
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, abril veintisiete de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00445-00
Acta Nro. 193 de abril 27 de 2016
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Rosa Elvira Pulido, contra la Gobernación de Risaralda, la Alcaldía de Pereira, la Secretaría de Gestión Inmobiliaria de esta entidad, la Promotora de Vivienda de Risaralda, el Ministerio de Vivienda-Fonvivienda.
  



ANTECEDENTES
  



Rosa Elvira Pulido, en su propio nombre, inició esta acción de tutela contra la Gobernación de Risaralda, la Alcaldía de Pereira, la Secretaría de Gestión Inmobiliaria de esta entidad, la Promotora de Vivienda de Risaralda, el Ministerio de Vivienda-Fonvivienda, en aras de obtener la protección de su derecho fundamental de petición.
  Expuso, en resumen, que en el mes de enero realizó solicitud frente a las entidades demandadas, haciendo alusión  a su calidad de madre cabeza de hogar, al hecho del desalojo desde hace más de 10 años por zona de alto riesgo del sector de Morelia, La Carrilera, por el que supuestamente la Alcaldía la reubicaría en una vivienda digna en el proyecto de vivienda El Remanso, pero para esa fecha no había obtenido una respuesta clara por parte de la administración municipal, solo se encontró con la noticia de que no existían recursos para la construcción de viviendas y que el ente territorial únicamente iba a entregar el lote con los servicios habilitados, que no fue lo acordado con la administración al momento del desalojo; por ello, solicitó ante la Alcaldía de Pereira y la Secretaría de Gestión Inmobiliaria, le efectuaran el proceso de escrituración y entrega oficial del lote con servicios, con el ánimo de realizar las gestiones necesarias para poder construir su vivienda; igualmente solicitó de aquella entidad información acerca de si existía alguna posibilidad de incluir los recursos en el Plan de Desarrollo para la construcción de las viviendas que faltan en el Remanso.

Agregó que a la Gobernación de Risaralda y a la Promotora de Vivienda, les pidió que le asignaran un subsidio de materiales o en especie para la respectiva construcción, y ante el Ministerio de Vivienda, también solicitó la asignación de un subsidio en iguales condiciones.
Señaló que recibió respuesta de la Alcaldía de Pereira, en la cual le indican que tiene derecho al lote, pero aún no es posible la entrega del mismo o la escrituración, porque se está en estudio de disponibilidad de servicios públicos en dicha zona. El Ministerio le informó que no es factible darle fecha de asignación del subsidio y la Promotora le respondió que ellos no son competentes para la concesión requerida. La Gobernación de Risaralda, no se ha pronunciado.

 



Así las cosas, solicitó el amparo del derecho invocado, para que se ordene que en un término no mayo a 48 horas se le responda conforme a lo preguntado a cada una de las entidades accionadas.

 



Se dio trámite a la demanda. 
  



La Promotora de Vivienda, dio cuenta de que mediante oficio del 1º de febrero de 2016, dio respuesta al derecho de petición incoado por la accionante, que se dirigió a la manzana 5, casa 94 del barrio San Marcos, dirección reportada en la solicitud y, por tanto, solicitó declarar la improcedencia de la acción. 
  



El Departamento de Risaralda, expresó que recibió la solicitud de la demandante el 25 de enero del presente año, que fue trasferida por competencia al Gerente de la Promotora de Vivienda, para que diera la respuesta del caso, lo que se materializó con oficio del 1º de febrero; en lo relacionado con el desalojo, dijo que corresponde a un suceso que incumbe al Municipio; señaló que el hecho está superado y que en este caso hay culpa de un tercero, pues la cuestión está en manos del municipio de Pereira; además, acotó que se incumple el principio de inmediatez. 
   



Por su parte ese citado ente territorial, dijo que por conducto de la Secretaría de Gestión Inmobiliaria se le dio respuesta a la peticionaria el 11 de febrero de 2016, en la que se precisó que el lugar del lote asignado se halla en adecuación y obras de urbanismo por parte de las diferentes empresas de servicios públicos y por ello no es factible aún la entrega del mismo, ni de la escritura pública; también se le hizo conocer que se gestionó lo necesario para que el Gobierno Nacional otorgara subsidio a efectos de la construcción de la vivienda, cuyo proceso se encuentra en trámite, y que el 18 de abril se le amplió la respuesta.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

En este caso, Rosa Elvira Pulido, de manera puntual, trata de obtener el resguardo de su derecho fundamental de petición, como quiera que, afirma, pese a que obtuvo algunas respuestas a solicitudes enviadas al Ministerio de Vivienda, la Alcaldía Municipal y la Promotora de Vivienda, las considera insuficientes, en tanto que la dirigida a la Gobernación de Risaralda, no ha sido resuelta.
Tal derecho se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable, pues de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.
 



Descendiendo al caso concreto, es un hecho indiscutido que la demandante elevó, en un escrito, las peticiones de que da cuenta en su demanda, dirigido a cada una de las entidades accionadas. 
   



En lo que atañe a la Gobernación de Risaralda, para advertirlo de una vez, el derecho reclamado sí se halla resquebrajado. En efecto, asevera la actora que de parte de esta entidad administrativa gubernamental, no ha obtenido respuesta al pedimento de que se le asigne un subsidio en materiales o en especie para construir la vivienda en el lote que la Alcaldía le va a entregar, o se le indique qué gestiones debe realizar para obtener la construcción de una vivienda digna.  Y es que, no obstante que dicha entidad precisó que una vez recibida esa solicitud la trasladó a la dependencia encargada, por competencia, para la definición de tal asunto, esto es a la Promotora de Vivienda, que es otra de las demandadas, lo cierto es que de esa gestión no le informó a la interesada, con lo cual incumplió lo que previene el artículo 21 de la Ley 1755 del 30 de junio de 2015 que reza:
  

 

“Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”

 



En la misma impropiedad incurrió la Promotora de Vivienda de Risaralda, ya que le dio a conocer que no era de su competencia administrativa, ni financiera el requerimiento hecho, sino del municipio de Pereira. De manera que ha debido obrar de conformidad con la citada norma y remitir la solicitud a dicho ente, pero no lo hizo, o por lo menos nada se acreditó sobre el particular. Y era necesario que así ocurriera, dado que las solicitudes expresas eran diferentes para cada entidad (f. 7). 
   



De donde surge, entonces, el resquebrajamiento del derecho por parte de estas dos dependencias; así que se le ordenará al Gobernador del Departamento, que en el término de cuarenta y ocho horas le informe a la demandante la suerte de su petición; y al representante legal de la Promotora de Vivienda de Risaralda, que en igual tiempo, traslade la solicitud a quien estima que es competente para resolverla. 
              


Ahora, en lo que corresponde a las demás entidades involucradas, esto es, la Alcaldía de Pereira-Secretaría de Gestión Inmobiliaria y el Ministerio de Vivienda-FONVIVIENDA, la cuestión es diversa, porque las respuestas brindadas a la interesada, contrario a lo que ella expone, reúnen las condiciones vistas. 
  



En el caso de la Alcaldía de Pereira-Secretaría de Gestión Inmobiliaria, se refirió de manera concreta a cada uno de los puntos que le fueron planteados, solo que, como explicó, está fuera de su alcance informar con exactitud el tiempo el tiempo en que otras empresas involucradas en el proceso de adecuación de urbanismo del lote de terreno destinado para construcción de viviendas, finalizarán lo de su encargo. En la respuesta, le explicó con fundadas razones, por qué no es posible de momento hacerle entrega de la escritura, ni del lote y también; además le informó las gestiones adelantadas para que pudiera ser beneficiara de un subsidio para la construcción del inmueble. 
 



Y el Ministerio de Vivienda-FONVIVIENDA, con toda claridad le hizo ver a la demandante que una vez efectuada la consulta pertinente, en su caso concreto “no existen postulaciones del hogar”  y para obtener un subsidio, debe encontrarse registrada en la base de datos del DPS; a partir de allí le explicó la forma en que la situación se desarrolla y que no corresponde a FONVIVIENDA efectuar la selección de hogares beneficiarios del programa de cien mil viviendas subsidiadas. 
   



Como se ve, se refirieron a todos los aspectos que les fueron planteados, al margen del sentido de las respuestas, si bien quedó dicho que no necesariamente tiene que ser positiva, en tanto sea clara y completa, como en este caso. Por tanto, se negará el amparo impetrado en su contra. 
 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo al derecho de petición, impetrado por Rosa Elvira Pulido, contra la Gobernación de Risaralda  y la Promotora de Vivienda de esa misma dependencia.
En consecuencia, se ordena:

(i) Al gobernador del departamento, doctor Sigifredo Salazar Osorio, o quien delegue para el evento, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, proceda a dar respuesta a la accionante, acerca de la suerte que corrió la petición que elevó y radicó en sus dependencias el día 25 de enero de 2016.
  



(ii) Al representante legal de la Promotora de Vivienda de Risaralda, Carlos Alfonso Echeverri Cardona, o quien haga sus veces, que dentro del mismo término atrás señalado, proceda a remitir a la entidad que estimó competente para la resolución del asunto, esto es, a la Alcaldía Municipal de Pereira, la solicitud elevada por la actora, en relación con el otorgamiento de subsidio para construcción de vivienda u orientación de gestiones para que se realice la misma.

  



De tales gestiones, se informará a este despacho.    




 



Se niega el amparo elevado frente a las demás entidades involucradas.
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-404 de 2015


� MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.





